
NULIDAD POR FALTA DE JURISDICCIÓN/ Controversias originadas en contratos que involucran a entidades públicas son de conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo 

“(…) de lo que se trata es de dejar al escrutinio del juez la terminación de un contrato de arrendamiento celebrado por un establecimiento público de nivel municipal con un particular, de manera que por la naturaleza del asunto y los intervinientes, son las reglas de competencia previstas en el CPACA las que han debido seguirse, y no las del Código de Procedimiento Civil vigente para la fecha en que se promovió la demanda. 
(…) en aplicación de las nuevas reglas de procedimiento, esto es, del Código General del Proceso, es declarar en este momento la falta de jurisdicción y darle cumplimiento al artículo 138 de esa normativa, según el cual, la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito debe invalidarse; el resto de la actuación, conservará su validez. En esas condiciones será remitida al Juzgado Administrativo de la ciudad que por reparto le corresponda, atendiendo la cuantía y lo previsto en el artículo 154 del CPACA.” 

Citas: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de agosto de 2013 -rad. 25000232600019980219401-; Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura providencia de 29 de octubre de 2014 -rad.11001010200020140220400-.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

  




      SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero veinticinco de dos mil dieciséis 
Expediente: 66001-31-03-002-2012-00412-01

  



Para desatar el recurso de apelación que la parte demandada interpuso contra la sentencia del 11 de diciembre de 2015, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta localidad, llegó a esta sede el proceso de restitución de inmueble arrendado que el Instituto Municipal de Cultura y Fomento al Turismo inició frente a Jheynner Hernán Rendón Tabares. 

   



Pero, efectuado el análisis preliminar que manda el artículo 325 del Código General del Proceso, aplicable al caso por cuanto el recurso se interpuso en el mes de enero del presente año, halla la Sala que el fallo viene afectado de una nulidad de carácter insubsanable que, por tanto, debe ser declarada, aunque el trámite restante conservará toda su validez y así será remitido a quien sea el competente para conocer del asunto. 
Es que, se trata aquí de un proceso de restitución de un bien inmueble arrendado, en el que hay de por medio un contrato celebrado por el Instituto Municipal Cultura y Fomento al Turismo, que es un establecimiento público del orden municipal, es decir, que se trata de una entidad pública. 

Como de ello no cabe duda, hay que descender al artículo 104 del CPACA, según el cual, la jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Nacional y en leyes especiales, de las controversias originadas en actos, contratos, hechos y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas; pero también, entre otros, de los procesos relativos a contratos, cualquiera que sea su régimen, esto es, público o privado, en los que sea parte una entidad pública o un particular en ejercicio de funciones propias del Estado. 

Se dirá que por ser un proceso de restitución de bien arrendado, no encaja en las previsiones de los que se siguen ante esa jurisdicción; pero a ello debe responderse con la remisión que hace el artículo 306 del estatuto en cita, que prevé que en los aspectos no contemplados en él, se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
El mismo Consejo de Estado ha entendido que asuntos de esta naturaleza incumbe conocerlos a los jueces de esa jurisdicción, como puede leerse en reiteradas providencias. En una de tantas
, señaló:
“(…) En esos términos, las controversias derivadas de un contrato estatal tenían como acción procedente la de controversias contractuales. Ahora, precisa señalar que aunque la norma en cita refiere a contratos estatales, cuando en el sub lite se está frente a un contrato de derecho privado de la administración, en los términos del Decreto Ley 222 de 1983, ello en nada varía la regla procesal señalada, tal como lo ha explicado la jurisprudencia de esta Corporación, al definir el tema procesal de la jurisdicción, así
:

(…)

En efecto, luego del Decreto ley 222 de 1983, se expidió la Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, que en su artículo 32
 unificó los contratos celebrados por las entidades de la administración enlistadas en el artículo 2 ibídem
 sin hacer distinción alguna, bajo la denominación de contratos estatales y el artículo 75 de aquel estatuto, en concordancia con el artículo 87 del C.C.A. -que establece la acción de controversias contractuales-, asignaron a la Jurisdicción Contencioso Administrativa el conocimiento sobre las controversias originadas de los mismos.

Es decir, como bien lo ha manifestado la jurisprudencia de esta Corporación
, después de entrar en vigencia la Ley 80 de 1993
, y sin importar que se trate de aplicarla en relación con un contrato celebrado en vigencia del Decreto 222 de 1983, no hay lugar a discutir la naturaleza del contrato celebrado por una entidad estatal - si lo es administrativo o de derecho privado-, para determinar la jurisdicción a la cual compete el juzgamiento de las controversias que de él se deriven, pues es suficiente con que el contrato haya  sido celebrado por una entidad estatal, como en el caso que aquí se estudia
, para que su juzgamiento corresponda a esta jurisdicción (…).

En suma, la acción contractual resulta la vía procesal pertinente para reclamar en el presente asunto. Lo expuesto sin perjuicio de lo definido por esta Corporación frente al procedimiento que deba seguirse en el evento de la pretensión de restitución de la tenencia de bien inmueble arrendado, así
:

El recurrente fundamenta su impugnación con el argumento de que la competencia en el caso concreto, que persigue la restitución de la tenencia de un bien inmueble, se encuentra ligada al procedimiento abreviado regulado en el Código de Procedimiento Civil, el cual, en su sentir, se estableció para el conocimiento de la Justicia Ordinaria.

No obstante, para la Sala, si bien el Legislador no se ocupó del procedimiento a seguir para los eventos de restitución de la tenencia de bienes inmuebles con ocasión de un contrato estatal, ello no compromete en manera alguna la competencia para el conocimiento del asunto por parte de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, toda vez que, como se explicó, es claro que con la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993, las controversias surgidas de contratos estatales, que son todos aquellos en los cuales una de las partes es una de las entidades públicas señaladas en el artículo 2° in fine, deben ser juzgados por la misma (art. 75 ejusdem).
….
En el caso concreto, en la demanda se solicitó se declarara la terminación del contrato de administración de la cuota de fomento cacaotero celebrado entre el Ministerio de Agricultura y la Federación Nacional de Cacaoteros por incumplimiento de las obligaciones y el vencimiento del término pactado en cuanto hace relación a la administración del Predio El Cortijo, ubicado en el Municipio de Puerto Tejada (Cauca), y que se ordenara la restitución de la tenencia del mismo, controversia que de acuerdo con la jurisprudencia reiterada de la Sala es de competencia de esta Jurisdicción y debe ventilarse mediante el procedimiento cognitivo abreviado, regulado en los artículos 408 y ss. del C. de P. Civil
, dada la naturaleza de la acción, la celeridad para la obtención del fin en ella perseguido y lo previsto en el artículo 267 del Código Contencioso Administrativo, que ordena, ante la falta de regulación de un trámite especial a seguir a propósito del tema en el Código Contencioso Administrativo acudir al estatuto procesal civil.

En ese orden, el procedimiento abreviado para las restituciones de inmuebles arrendados se convierte en una excepción al procedimiento ordinario que se impone en los demás temas contractuales, como en punto dispone el artículo 206 del Código Contencioso Administrativo
.”.





Más nuevo aún, en providencia del 29 de octubre de 2014, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura
, dirimió un conflicto de jurisdicción entre los Juzgados Primero Administrativo Oral y Primero Civil Municipal de Mínima Cuantía, ambos de esta ciudad, respecto de una demanda de restitución de bien inmueble arrendado, y en su discurso, dijo:  
“En este orden de ideas, por la materia o naturaleza del asunto, se tiene que la petición propuesta por el demandante, lo es en ejercicio del Medio de Control de Controversias Contractuales prescrita en el artículo 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, con la cual se pretende la restitución del inmueble arrendado para “patio de estacionamiento y maniobras de los vehículos, no solo alimentadores sino también los articulados de la sociedad PROMASIVO SA”, predio el cual según certificado de matrícula inmobiliaria su dirección es Lote 1 del sector denominado San Joaquín que según consta en la escritura pública No. 593 de fecha 9 de mayo de 2007 de la Notaría Séptima del Círculo de Pereira, cuenta con área de Diecinueve mil doscientos cuarenta metros cuadrados 19.240 mts2 y está alinderado de la siguiente manera: POR EL NORTE, en parte con la Av. Sur en cuarenta y nueve (49) metros y en parte con la carretera a Corozal en ochenta y nueve (89) metros; POR EL SUR, en parte con predios donde se desarrolla la Urbanización Perla del Sur y en parte con predios de Humberto Bonilla, quebrada Puente Piedra de por medio, en extensión de ochenta y cinco (85) metros; POR EL ORIENTE, CON EL LOTE NÚMERO 2 de propiedad de Conrado Cano, en extensión de doscientos (200) metros y POR EL OCCIDENTE, con predios que son o fueron de Nelson Echeverry Cano o Sociedad Chicana, en extensión de ciento setenta y cinco (175) metros, además que la demandada incumplió con su obligación de cancelar los respectivos cánones de arriendo adeudándole a la accionante, desde enero a diciembre de 2013, la suma de $23.931.600, más los intereses.
Lo anterior, teniendo en cuenta la calidad de la accionante es decir en aplicación del factor subjetivo, dicho Ente Territorial es una Entidad Publica de orden Municipal, por lo tanto, no estamos frente a un proceso de restitución de bien inmueble arrendado de carácter ordinario, sino que de acuerdo a los factores objetivo y subjetivo, se debe acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo teniendo en cuenta que dicho contrato fue celebrando en aplicación de un contrato estatal predispuesto en la Ley 80 de 1993, al ser una Entidad la que lo celebra, es por ello que debe acudirse a lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011, específicamente lo señalado en su artículo 141, que refiere:
"ARTÍCULO 141. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes de un contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras declaraciones y condenas. Así mismo, el interesado podré solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido por la ley.

Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso.

El Ministerio Público o un tercero que acredite un interés directo podrán pedir que se declare la nulidad absoluta del contrato. El juez administrativo podrá declararla de oficio cuando esté plenamente demostrada en el proceso, siempre y cuando en él hayan intervenido las partes contratantes o sus causahabientes”

Dichas pretensiones, permiten dilucidar que el asunto sub examine gira en torno a un MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES, acción que de acuerdo con su naturaleza está dirigida resarcir cualquier conflicto que se presente dentro de la ejecución de un contrato meramente Estatal, de tal forma se debe aplicar el artículo 104 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que indica:
“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias v litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa."
Así las cosas, por expreso mandato de la Ley 80 de 1993, el asunto en comento es de competencia de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, muy diferente a la iniciación de un proceso restitución de inmueble arrendado por particulares que se acude ante la Jurisdicción Ordinaria Civil.
En este orden de ideas, por la materia o naturaleza del asunto, teniendo como presupuesto que la demanda propuesta por la actora, lo es en ejercicio del Medio de Control de Controversias Contractuales prevista en el artículo 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en procura de obtener, la restitución del inmueble arrendado para "patio de estacionamiento y maniobras de los vehículos, no solo alimentadores sino también los articulados de la sociedad PROMASIVO S.A.“, le corresponderá conocerlo a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo tal ' como lo previo la norma precitada, como habrá de declararlo la Sala, adscribiéndolo al Juzgado Primero Administrativo Oral de Pereira - Risaralda.”
En este caso, se dijo, ocurre una situación similar, porque de lo que se trata es de dejar al escrutinio del juez la terminación de un contrato de arrendamiento celebrado por un establecimiento público de nivel municipal con un particular, de manera que por la naturaleza del asunto y los intervinientes, son las reglas de competencia previstas en el CPACA las que han debido seguirse, y no las del Código de Procedimiento Civil vigente para la fecha en que se promovió la demanda. 
Observada así la cuestión, lo que corresponde a esta Sala, en aplicación de las nuevas reglas de procedimiento, esto es, del Código General del Proceso, es declarar en este momento la falta de jurisdicción y darle cumplimiento al artículo 138 de esa normativa, según el cual, la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito debe invalidarse; el resto de la actuación, conservará su validez. En esas condiciones será remitida al Juzgado Administrativo de la ciudad que por reparto le corresponda, atendiendo la cuantía y lo previsto en el artículo 154 del CPACA. 
DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria Civil-Familia declara la FALTA DE JURISDICCIÓN para seguir conociendo de este proceso por parte de los jueces civiles. 

En consecuencia, se DECLARA LA NULIDAD de la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira en este asunto. 

La actuación restante conserva plena validez. 

Remítase el expediente al Juzgado Administrativo de la ciudad que por reparto le corresponda, para que allí se provea. 
Entérese de lo resuelto al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira. 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado
� Consejo de Estado, Sala de  lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia del 29 de agosto de 2013, Radicación 25000-23-26-000-1998-02194-01(22988), C.P. Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. 


También pueden consultarse providencias del 28 de febrero de 2011, radicado 2500232600020030034901, M.P. Ruth Stella Coirrea Palacio; o del 8 de marzo de 2007, radicación 40001-23-31-000-1993-03394-01(15883), M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de diciembre de 2007, exp. 24.710, M.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Cita original: Ahora, en relación con los contratos celebrados por la administración el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, establece que son “todos los actos jurídicos generadores de obligaciones a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales” que se celebren por una de las entidades a que se refiere ese estatuto.


� Cita original: Eliminó todas las distinciones que le fueron propias al decreto 222 de 1983, en el cual la jurisdicción competente para resolver los conflictos derivados de un contrato celebrados por una entidad pública, estaba signada por la naturaleza del contrato.


� CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Auto de 20 de noviembre de 1995, Exp. 11.310., C.P. Daniel Suárez Hernández.


� Cita original: La Ley 80 de 1993 empezó a regir en este aspecto, el 1 de enero de 1994, conforme lo señaló expresamente en su artículo 81.


� Cita original: En la enunciación de los sujetos a los cuales se les aplica el estatuto contractual, el art. 2 No. 1 de la Ley 80 de 1993, se relaciona, entre otros, a la Nación.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de diciembre de 2007, exp. 24.710, M.P. Ruth Stella Correa Palacio. En el mismo sentido y ratificando la procedencia de la acción de controversias contractuales, la Sección sostuvo: “Pues bien, en relación con las normas procesales aplicables y el trámite a imprimir a procesos iniciados con base en la acción de controversias contractuales en los cuales se discute el incumplimiento de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles y, consecuencialmente, se solicita la restitución al arrendador del objeto material del referido vínculo negocial o bien solamente se depreca la anotada restitución, la jurisprudencia de esta Sección ha sostenido que al no haber sido regulado el proceso de restitución de inmueble arrendado por el Código Contencioso Administrativo –C.C.A., teniendo en cuenta la aplicación que del Estatuto Procedimental Civil –C. de P.C.– efectúa el artículo 267 de la primera de las codificaciones mencionadas en lo relativo a los asuntos en ésta no regulados y siempre que las disposiciones del C. de P.C., resulten compatibles con la naturaleza de las actuaciones que han de surtirse ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a dichos litigios –de los cuales se ha dicho que se caracterizan por su naturaleza eminentemente ejecutiva–, han de aplicarse las previsiones contenidas en el Régimen Procedimental Civil en punto al procedimiento abreviado, el cual debe seguirse tratándose de la restitución de inmuebles objeto de contratos de arrendamiento” (se destaca). En: sentencia del 25 de febrero de 2009, exp. 16.493, M.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Cita original: Se advierte que el criterio jurisprudencial expuesto por la Sala es aplicable a aquellos otros procesos de restitución de tenencia a cualquier título –como el del sub lite-, restitución de la cosa a solicitud del tenedor y el reconocimiento de las indemnizaciones a que hubiere lugar (art. 408 No. 10 del C. de P. Civil).


� “Los procesos relativos a nulidad de actos administrativos y cartas de naturaleza, nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa, a controversias sobre contratos administrativos y privados con cláusulas de caducidad y a nulidad de laudos arbitrales proferidos en conflictos originados en los contratos mencionados, se tramitarán por el procedimiento ordinario. Este procedimiento también debe observarse para adelantar y decidir todos los litigios para los cuales la ley no señale un trámite especial”.


� Radicado 11001010200020140220400, M.P. Angelino Lizcano Rivera. 
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